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Poder Judicial de la Nación
CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL SALA III
Causa Nº 24.672/2015: Incidente de Medida Cautelar Nº 1, en autos: “A.C.A. c/ EN- PODER JUDICIAL DE LA NACION Y OTRO s/ MEDIDA CAUTELAR (AUTONOMA)” 

 Buenos Aires, 20 de agosto de 2015. SMM

Y VISTOS; CONSIDERANDO: 

I- Que, por resolución del 29 de mayo de 2015, la Sra. Juez de primera instancia hizo lugar a la medida cautelar solicitada y, en consecuencia, ordenó a la Obra Social del Poder Judicial de la Nación que mantuviese la afiliación del Sr. C.A.A. y de sus hijos M.L.A. y G.M.A., hasta que la Corte Suprema de Justicia de la Nación resuelva el pedido de avocación iniciado el 14 de mayo de 2015, aceptando el pago de la cuota en forma privada.

Para así decidir, señaló que el examen de los dichos del actor y las circunstancias fácticas del caso conducían a acoger la petición cautelar. Al respecto, ponderó que la baja en la Obra Social ponía en peligro cierto el derecho a la preservación de la salud del peticionante y la de su grupo familiar, máxime teniendo en cuenta la edad de los menores, además del tratamiento médico de aquél. Asimismo, destacó que el derecho a la preservación de la salud se hallaba consagrado constitucionalmente y constituía una cuestión esencial que nuestro máximo tribunal viene reafirmando, al señalar que “… atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia que conllevan las pretensiones que tienen que ver con aquel derecho, para lo cual deben encauzar los trámites por las vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas puede conducir a su frustración…” (v. fs. 211/2 y fs. 214). 

II- Que, contra la resolución de primera instancia, el Estado Nacional interpuso recurso de apelación a fs. 225/6, que ha sido concedido a fs. 227 (v. fs. 223/4 y fs. 225 de este incidente). 
El recurrente aduce que la medida cautelar otorgada se opone a lo dispuesto en la Acordada de la CSJN Nº 27/11, que -en su art. 12, inc. 2º- prevé que la afiliación tendrá fin en caso de cesación o exoneración y que, en su caso, involucrará a todo el grupo familiar. Afirma que, en consecuencia, ha sido correcto proceder a la baja del titular y de su grupo familiar, conforme lo dispuesto en el estatuto de la Obra Social. 

Refiere que si bien es cierto que el derecho a la preservación de la salud está consagrado constitucionalmente y constituye una cuestión esencial que nuestro Máximo Tribunal viene afirmado, también lo es que el Sr. A. puede contratar cualquier medicina privada para su atención y así no violentar el estatuto de la Obra Social. Además, indica que en caso de no contar con recursos suficientes para el pago de una medicina privada, su atención de salud queda garantizada por el Estado Nacional, a través del Sistema Nacional de Salud, creado por la ley 23.661. 

Considera que -en el caso- no se encuentran reunidos los requisitos previstos en el art. 230 del Código Procesal. Apunta que no se halla acreditada la ilegalidad de la cesantía, en la que el actor funda la verosimilitud del derecho y también niega que se encuentre configurado el peligro en la demora (v. fs. 231/3).

A fs. 235/40, obra la contestación de agravios que ha sido presentada por la parte contraria. El actor destaca que la sanción se encuentra pendiente de revisión por parte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por lo que no se halla firme. Señala que registra una antigüedad en la obra social de más de 40 años; así como que -en autos- se ha ordenado afrontar el costo de la cobertura mediante la aceptación de una cuota mensual que debe ser erogada por su parte. 
III- Que, en primer lugar, corresponde poner de relieve que -en autos- el actor solicitó el dictado de una medida cautelar consistente en la suspensión de los efectos del acto administrativo dictado por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, hasta tanto se resuelva en forma definitiva la avocación presentada por ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a fin de que se deje sin efecto la sanción de cesantía dispuesta; la cual además de la pérdida de la fuente laboral, trae aparejada la baja de la obra social, tanto para él como para sus hijos menores de edad (v. fs. 1/40 de este incidente). 

Sin embargo, la medida cautelar ha sido dispuesta únicamente para que la Obra Social del Poder Judicial de la Nación mantuviese la afiliación del Sr. C.A.A. y de sus hijos, hasta que la Corte Suprema de Justicia de la Nación resuelva el pedido de avocación iniciado el 14 de mayo de 2015, aceptando el pago de la cuota en forma privada. Y, según se ha informado en autos, con fecha 24/6/15, por Resolución OSDG Nº 2264/2015, se procedió a dar cumplimiento a lo ordenado, autorizando la reafiliación del actor y de sus hijos, haciéndole saber que debería abonar la cuota prevista en el art. 13, inc. 1º del estatuto (v. fs. 211/2 y fs. 226/8).

Así las cosas, no es dable soslayar que la medida ha sido concedida con el alcance temporal de la suspensión de los efectos de la desafiliación de la obra social (conf. art. 12, inc. 2º, de la Acordada 27/11), exclusivamente, pues -en lo demás- lo requerido respecto a las resoluciones de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, en orden a la cesantía y a la reincorporación del actor, fue desestimado en la instancia anterior (confr. fs. 214). Asimismo, es preciso tomar en consideración que la extinción de la medida cautelar -que motiva esta apelación- se encuentra sujeta a la decisión de la avocación por parte de la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

IV- Que, en estos términos, apreciando la acotada temporalidad de la tutela otorgada en primera instancia, como así también que la misma se limita al mantenimiento en la afiliación de la obra social, se impone advertir que el recurrente no ha rebatido adecuadamente en su apelación los fundamentos expuestos en la resolución en recurso. 

En efecto, de cara a la situación que fuera ponderada por la Sra. Juez de la instancia anterior acerca de las circunstancias del caso, especialmente, teniendo en cuenta la edad de los menores y el tratamiento médico al que se encuentra sometido el actor (v. fs. 179/86 y fs. 200/1), las manifestaciones genéricas vertidas por el recurrente, acerca de la supuesta posibilidad de acceder a una medicina prepaga cuando también se ha dispuesto su cesantía, o respecto a la cobertura del Sistema Nacional de Salud, no constituyen una crítica concreta y razonada en los términos del art. 265 del Código Procesal. En este orden de ideas, es preciso recordar que la expresión de agravios debe constituir una exposición que contenga el análisis razonado y crítico de la resolución recurrida y que sea idónea para demostrar la errónea aplicación del derecho o la injusta valoración de las pruebas producidas, porque el mero hecho de disentir con la interpretación dada en el pronunciamiento apelado o de reiterar planteos anteriores, no es suficiente para sustentar el recurso (esta Sala, “Fiscalía Investigaciones Administrativas c/ EN- M° Justicia- PFA s/ proceso de conocimiento”, del 5/4/11; “AFIP- DGI- 41086 c/ Di Cio Jorge Consultores de Comercio Exterior Asoc. SA s/ ejecución fiscal- AFIP”, del 23/5/13; “GCBA -Partida 120522 (ABL) y otro c/ EN -Mº Economía- y otros s/ ejecución fiscal tributarios”, del 27/11/14, entre otros). De tal modo que, por regla, el mero desacuerdo manifestado por el recurrente y, en definitiva, la omisión de impugnar argumentos esenciales de la resolución de la instancia anterior, sella la suerte de la cuestión materia de apelación. 

En tales condiciones y toda vez que -la especie- el recurrente no ha logrado enervar los fundamentos expuestos en la resolución en lo atinente a la preservación del derecho a la salud y a la situación particular del peticionante y de su grupo familiar, corresponde desestimar la apelación. 

Por ello, se RESUELVE: rechazar el recurso de apelación interpuesto por el Estado Nacional y, en consecuencia, confirmar la resolución de primera instancia. Costas de Alzada en el orden causado, en atención a las circunstancias del caso y a las razones por las que se decide (conf. art. 68, ap. 2do. del C.P.C.C.).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse.

JORGE ESTEBAN ARGENTO CARLOS MANUEL GRECCO 

SERGIO GUSTAVO FERNÁNDEZ 

